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LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVICNIA  

DECLARA: 

 

Su Beneplácito por el fallo dictado por la Corte Suprema de Justicia de la 

Nación, en los autos: “Recurso de hecho deducido por la actora en la causa 

Asociación Civil Asamblea Permanente por los Derechos Humanos c/ 

Dirección General de Escuelas s/ Acción de amparo”. 

 

 

 

 

 

 

FUNDAMENTOS 

Señor Presidente: 

La Asociación Civil Asamblea Permanente por los Derechos Humanos 

(APDH) –Filial San Rafael– promovió una acción de amparo colectivo contra 

la Dirección General de Escuelas de la Provincia de Mendoza con el objeto 

de que se declare la inconstitucionalidad e inaplicabilidad de la resolución 

2616-DGE-2012 en cuanto dispone la realización de actividades de “‘gran 

significatividad’ y ‘con la participación de toda la comunidad educativa’” los 

días 25 de julio y 8 de septiembre, en conmemoración del “Patrono 

Santiago” y de la “Virgen del Carmen de Cuyo”, respectivamente. En función 

de ello, solicitó que se ordene a la demandada abstenerse de instruir al 

personal docente y no docente y al alumnado bajo su potestad 

administrativa a participar, de cualquier modo, en tales actos escolares. 

En primera instancia se hizo lugar al amparo y se ordenó a la 

Dirección General de Escuelas de la Provincia de Mendoza que adopte las 

medidas necesarias para que en las escuelas de gestión pública de dicha 

provincia no se efectuaran las conmemoraciones en cuestión. 

Al resolver el recurso de apelación de la demandada, el tribunal de 

alzada revocó la sentencia impugnada y rechazó la acción de amparo.    
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Contra este pronunciamiento, la asociación actora dedujo los recursos 

de casación y de inconstitucionalidad previstos en el ordenamiento procesal 

local, los cuales fueron rechazados por la Suprema Corte de Justicia de la 

Provincia de Mendoza. 

Al abordar la cuestión de fondo, el superior tribunal local indicó que 

como fundamento de su pretensión la asociación actora apelaba a una 

forma extrema de laicismo, tendiente a la ausencia absoluta del ejercicio de 

cultos, que difería de la adoptada por la Constitución Nacional. Señaló que 

la resolución impugnada no obligaba a individuo alguno a obrar en contra de 

sus creencias religiosas. Destacó que la actora no había logrado rebatir dos 

cuestiones fundamentales: por un lado, que la resolución atacada 

contempla las creencias de quienes profesan distintos credos al prever como 

feriados no laborables fechas relevantes para otras religiones; y, por otro, 

que las conmemoraciones cuestionadas no son actos de culto o 

adoctrinamiento, sino evocaciones de tradiciones mendocinas que procuran 

afianzar la identidad y pertenencia a la comunidad provincial. Remarcó que 

la recurrente tampoco había logrado demostrar de qué manera las citadas 

conmemoraciones lesionan el derecho a la libertad religiosa, a la no 

discriminación y el derecho de los padres a elegir la formación de sus hijos. 

Señaló que el rechazo de la acción no implicaba el desconocimiento 

de la laicidad que debía imperar en las aulas de las escuelas públicas, sino 

el reconocimiento de que una educación tendiente al desarrollo integral de 

las niñas, niños y adolescentes podía evocar figuras religiosas que hubieren 

tenido influencia en los acontecimientos históricos de la provincia, sin 

incurrir en adoctrinamientos. En este sentido, indicó que las 

conmemoraciones controvertidas hacen referencia a dos figuras 

representativas de la Iglesia Católica únicamente en la medida en que se 

encuentran vinculadas con la historia de la Provincia de Mendoza. En 

concreto, recordó que son jornadas en las que se homenajea a Santiago 

como patrono de la provincia y a la Virgen del Carmen de Cuyo por haber 

sido nombrada “Generala del Ejército de los Andes” por José de San Martín, 

quien en su momento también le ofrendó su bastón de mando. Manifestó 
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que la formación en libertad del educando se vería ostensiblemente 

oprimida si se pretendiera una educación que ignorara estos componentes 

históricos y culturales insoslayables. 

A partir de lo expuesto, concluyó que la sentencia apelada resultaba 

ajustada a derecho, según lo normado en los artículos 15 y 28 de la ley 

26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y 

Adolescentes, y de acuerdo a los fines y objetivos perseguidos tanto por la 

ley 26.206 de Educación Nacional, como por la ley 6970 de Educación de la 

Provincia de Mendoza. 

Que contra este pronunciamiento, la Asociación Civil Asamblea 

Permanente por los Derechos Humanos interpuso recurso extraordinario 

cuya denegación motivó la presente queja. 

En razón del caso en cuestión, se debía determinar si las 

conmemoraciones y actividades en cuestión constituyen actos de culto de la 

fe católica o implican de algún modo adoctrinamiento en esa religión, en 

virtud de lo cual en los considerandos de dicho fallo, el Supremo Tribunal e 

Justicia expresó: “Esta Corte adelanta su conclusión en el sentido de que 

dichos eventos carecen del alegado contenido religioso y, en consecuencia, 

su celebración se encuentra dentro de las facultades de la provincia de 

organizar su calendario escolar, y que por la modalidad como están 

regulados no lesionan derecho constitucional alguno (…)En efecto, es la 

impronta histórica de estas dos fechas, su significado y arraigo en la cultura 

local, lo que define a estas festividades y la razón que determinó, según lo 

que surge de la reglamentación de la autoridad educativa provincial, su 

inclusión en el calendario escolar y la realización de actividades alusivas”.1 

Asimismo expresó que: “Con relación al principio de neutralidad 

religiosa en el ámbito de la educación, esta Corte ha dicho que del debate 

que precedió a la aprobación del citado texto del artículo 75, inciso 19, de la 

Constitución Nacional surge que el constituyente persiguió un doble 

objetivo: consagrar expresamente con la máxima jerarquía normativa 

ciertos principios básicos que habían caracterizado a la educación pública 

argentina —su carácter neutral y gratuito— y a la vez asegurar, mediante 
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nuevos mecanismos, la igualdad real de oportunidades en el acceso a la 

educación. Este Tribunal también tuvo oportunidad de aclarar que más allá 

de las distintas posiciones sobre el modo en que los convencionales 

entendían que debía formularse la norma, todos aludieron al carácter laico 

de la educación pública como un principio clave para asegurar la promoción 

de los valores democráticos y la igualdad de oportunidades y posibilidades 

sin discriminación alguna (Fallos: 340:1795). 

En suma, conforme a los lineamientos trazados por el Estado Nacional 

en base a los reseñados principios y objetivos constitucionales, las 

provincias organizan la educación en sus respectivas jurisdicciones; por lo 

que es a la luz del referido principio de laicidad, que surge de la 

Constitución Nacional y que la Constitución de la Provincia de Mendoza 

establece expresamente (ver artículos 5, 6 y 212, inciso 1) que las 

autoridades educativas provinciales deben desarrollar la actividad escolar”.2 

Por los motivos expuestos, se descartó  que se configure en el caso 

una lesión a la libertad religiosa y de conciencia de los alumnos, de las 

alumnas y de los miembros del personal educativo que no profesan la fe 

católica o ninguna otra, así como una afectación a sus derechos a la 

igualdad y a la no discriminación. Esto sumado a que  la norma cuestionada 

en su actual redacción contempla la posibilidad de eximirse de participar en 

ellas a quienes puedan ver afectadas sus convicciones o creencias 

personales. 

Que por las razones expuestas el Superior Tribunal de Justicia de La 

Nación Concluyó que:  “la resolución 2616-DGE-2012 —en cuanto incluye 

en el calendario escolar mendocino la realización de actividades de “‘gran 

significatividad’ y ‘con la participación de toda la comunidad educativa’” los 

días 25 de julio y 8 de septiembre, en conmemoración del “Patrono 

Santiago” y de la “Virgen del Carmen de Cuyo”— no conculca el principio de 

neutralidad religiosa que debe imperar en las escuelas públicas y no afecta 

los derechos constitucionales de los sujetos a quienes representa la actora 

en la acción colectiva interpuesta”.3 
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En total coincidencia con la Corte Local de Mendoza, adherimos al 

criterio expresado que estableció que: “La decisión de rechazar el amparo 

no implicaba desconocer la laicidad que debía ostentarse en las aulas 

escolares, sino reconocer que una educación que tienda al desarrollo 

integral del niño, niña y adolescente podía evocar figuras religiosas que 

habían tenido influencia en acontecimientos históricos provinciales, sin 

incurrir en adoctrinamiento (conf. arts. 15 y 28 de la ley 26.061, fines y 

objetivos de la Ley de Educación Nacional 26.206 y de la provincial 6970)”.4 

Por tales motivos, creemos sumamente importante destacar este 

fallo, donde se encontraban en juego importantes derechos (derecho de 

religión y de educación) expresamente reconocidos en el art. 14 de la 

Constitución Nacional y los tratados internacionales, que debían ser 

preservados, amparados y respetados. 

Por tales motivos, solicito a mis pares el acompañamiento de la  

presente iniciativa. 
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